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grafía jurídica mexicana de nuestro tiempo" (cfr. pág. 7), ni más conveniente, ai 
colmar con creces el propósito que los guió. 

Niceto A L C ~ ~ A M O R A  Y CASTILLO. 

COUTURE, Eduardo J., Proyecto de Código de Procedimiento Civil. "Edición fuera de co- 
mercio." Montevideo, 1945. Un volumen de 386 páginas. 

1) Con fecha 19 de abril de 1945, el doctor Eduardo J. Couture entregaba termi- 
nado el Proyecto de Código de Procedimiento Civil, que la Comisión designada el 30 
de mayo de 1943 tuvo el acierto de encomendarle que redactase por sí solo. En agosto 
del propio año, el Proyecto salía de la imprenta, en una esmeradísima edición, que 
reúne los siguientes materiales : Indice sistemático (piígs. 1-III), Presentación del Pro- 
yecto (págs. 9-15), Exposición de Motivos (págs. 19-134), Proyecto de Código (págs. 
137-335), Indice General (págs. 339-360), Indice alfabético de materias (págs. 361-372) 
y Tabla de concordancias del Proyecto con el Código vigente (págs. 375-386). 

A nuestro entender, el Proyecto Couture, del que,ya nos hemos ocupado en una 
Impresión de conjunto escrita para su país de origen, es el texto legislativo procesal de 
mayor jerarquía producido en América. Esa circunstancia, y como correlativa suya, 
el influjo que debe estar llamado a ejercer en la renovación de los Códigos procesales 
americanos (varios de los cuales se han reformado en fechas recientísimas sin que sus 
improvisados autores se hayan enterado para nada de las exigencias que la tecnica legis- 
lativa y ei estado actual de nuestra ciencia reclaman de consuno), justifican la considera- 
ble extensión de esta reseña, que dividiremos en tres partes : una relativa al autor, otra a 
la elaboración y estructura del Proyecto y la tercera a comentarios en torno al mismo. 

2 )  Personalidad del autor del Proyecto. 'Sobre poco más o menos, porque no le 
he pedido la partida de nacimiento, Eduardo J. Couture marcha con el siglo, y es cate- 
drático (como en el Uruguay y en España decimos) de Derecho Procesal Civil de la 
Universidad de Montevideo desde 1933, tras haber ingresado en elb como profesor 
agregado en 1931 mediante brillantísimas pruebas de aptitrid. A partit de entonces. 
ha venido desarrollando, sin precipitaciones ni agobios, pero tambiCn sin abandonarse 
un solo instante, una continua y ascendente labor como investigador, hasta convertirse, 
según con entera justicia respecto de é l  ha entendido hace poco el licenciado Virgilio 
Domínguez, en uno de "los cinco más grandes procesalistas de los países de habla espa- 
Aola" (cfr. "El Universal" de 10-IV-1946, pág. 8, col. 5). Por mi parte agregaría que, 
si no en profundidad, sí en amplitud de horizonte, en agilidad para la captación de temas 
sugestivos, en diafanidad para su desarrollo y en extensión de cultura general, es el 
más completo de la lista. 

Su producción procesal podemos agruparla, no tanto en tres Cpocas, puesto que se 
entrecruzan, como en tres sectores: el primero abarca las pbgicrus menores - e n  exten- 
sión, no en calidad-, o sea los artículos de revista, conferencias y monograffas, desde 
su primer ensayo El divorcio por voluntad de la mujer: su régimen procesal (Montevi- 
deo, 1931) hasta su mas reciente trabajo Las garantias constituciordes del procero 
civil (escrito para los "Estudios de Derecho Procesal en honor de Hugo Alsina" ; Buenos 
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Aires, 1946);1 el seSundo 1o componen los Fundonentos del Derecho Procesal ciail
(Buenos Aires, 1942), libro conceptuado por el severo criterio del profesor cubano

Antonio Díaz Pairó como "el mejor que había leído" en su género (cfr. "Revista Cu-

bana de Derecho", 1943, pág. 147); el tercero lo integra precisamente el Proyecto qtte

nos ocupa. Ha cumplido, pUes, Couture en una quincena de años tres etapas decisivas

en Ia vida de un investigador; le queda aún por cubrir, cot1 tiempo de sobra por delante,

la cuarta y más difícil, aunque las ya recorridas le simptifiquen sobremanera la tarea

a realizar: nos referimos al Tratailo, en que recoja conforme a una exposición siste-

mática el fruto de sus indagaciones y enseñanzas'

No es fácil encasillar a Couture dentro de una escuela, coño tañpoco de un estilo,

salvo el suyo. sin duda alguna, el moder¡o procesalismo italiano ha ejercido sobre él

pod.eroso y favorable influjo, pero sin llegar al monopolio de su pensamiento ni a con-

seguir etiquetarlo como afiliado a una tende¡cia exclusivista. En el primer sentido, jun-

to a la influencie italiana se perciben en su labor estas otras inclinaciones o corrientes:

una, a la vez sentimental y nacional, hacia su viejo maestro Pablo de María, más intui-

tivo que erudito, cuya dispersa obra está recopilando con paciencia un destacado jurista

1 He aquí sus principales obras: 1. El itiaorcio pot aoluntail_iLe la-muier (Monte-

video, l93l) i Z, f"iri" ie las diligencias para meior proreer (Montevideo,- 1932); 3,

ii oir, ¡ríria;"'a itel Dr, Pabto tti Moría (e¡ "Rev. Fac. Der.", Montevideo' 1933) ;

i,-iot;";i* jurídico ilel, defettsor de olicio en etr conflicto de ittereses (en "Jurispruden-
cia. Col. Abadic Santos,,, Montevideo, 1933) ; 5, E prificípio de líbertail en etr sistena
del proceso ciail (en "Antología Jurídica", Buenos Aires, 1934) ; 6, El Códígo de pro-

cedimiento ! los pyqnr"rrt ile relorma (en "Rev. Asoc. Escribanos", Montevideo, 1935);
7, La dcciói ileclárailoo de la prescripción (2t ed,., Buenos Aires, 1936) ; 8, Curso sobre

"i Cód;go de Organizaaiín de tos Tribtnales. Parte I: Los órganos del Poiler ludicial
(Montevideo, 1936); 9, El nombre en lo posesiótt de estodo ilel hiio ,tatufat (en "Rev.

Asoc. Escribanos", Montevideo, 1937); 10, Sobre la wáñma ñomen, tractatus, famo (en
,.Rev. Der. Jur. Admón,,, Montevideo, 1938); 11, Oraliilad 9 reglo tnoral en el proceso

cioil (en "í^ t'.y", Buenos Aires, 1938; reproducida en "Rev' Der' Jur' Admón'",
1938, en "Antologia Jur.", "Rev. Forense" -Río Janeiro-, "O Direito" -Lisboa-y en la Coleccióa-,prócesso Oral" -Río Janeiro- en 1939); 12, Espíritu y técnica del

berecho contemporóneo (en ',8o1. Col. Abogs.", Buenos Aires, 1938; reproducido en

"Antol. Jur.", tias, y en "Rev. Der. Jur. Admón.", "El Derecho" -Montevideo- l¡
,,Anales -de 

Ju¡isp." -México- 
en 1939) ;) 13, cwso sobre la le! de abreaiación de

los jilicios (Montevideo, 1939); 14, Rassegna di letteratura e legislazione di America
latiia (en "Rirr. di.. proc. civ.", 1939) ; 15, La reforma del Código de Procedimiettos
(en .,La Nación", Buenos Aires, 1939) ; 76, El deber ile ilecir lo aerdad en iúcio ci-

";f 
("" "La Ley'1, "Rev. Der. Admón." y "Anales Jurisp"', 1939) ; 17' La toción de

,ou"o en los actos procesoles (en "Rev. Der. Público y Privado", Montevideo, 1939);
lg, Los embargos ! el Ttotail,o ile Derecho procesal ile Monteaiileo (en "Rev. Der. Jur.
Aámón.", Moitevideo, l9J9); 19, Tratectorio y destino del Derecho procesal ciail
hispano-omericano (en "Bol. Fac. Der.", córdoba, 7940); 20, Direcciones políticas del

deiecho procesal ¡noderno (en "Cultura Jur.", Caracas, 1940); 21, Prólogo o las "Ano-
taciones-ol Código de Proceilimietttos de Sonta Fe" de tros Drs. Cabal 7¡r Atienza (Rosa-

rio, 1940) i 22, losé A. de Freitas (en "Rev. Asoc. Escribanos", Montevideo, 1940);
23,' La occión reztocatoria de la cosa iuzgod,a fraudulenta (en "La Ley" y "Rev. Der. Jur'
Aámón.", lg4ü; 2a, El procedimiertto Tterbal ante los iueces de poz (en "Rev' Centro

Estudiantes Der.", Montevideo, 1940); 25, La declaración sobre hechos ¡elatioos a la
personoliilod (en "Rev. Der. Jur. Admón.", 1940); 26, tomes Goldsch'midl (en "Rev.
Der. Jur. Admón,", 1940) i 27. Algunas mociones funilomentales del derecho procesaL

del trabajo (santa Fe, 1947); 28, Las "reglas ile la sana crítica" en la apreciación de

lo prueba testi¡nonial (Montevideo, l94l); 29, Conteniilo d,e lo segunila instoncio (en

(Rev. Der. Jur. Adrnón.", 1942); 30, La iusticia fuglesa (Monlevideo, 1943) ; 31, De
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uruguayo, Lorenzo Carnelli; 2 otra, también afectiva, de índole genealógica, hacia la 
cultura francesa, si  bien superado hace mucho tiempo su procedimentalismo, que cul- 
minara a mediados del siglo xrx con Garsonnet en la rama civil y con HClie en la penal, 
sea poco lo que de ella haya logrado extraer para sus estudios procesales; en tercer 
lugar, un perfecto conocimiento del Derecho Y Literatura procesales hisphnicos, en los 
que ha buceado con singular fortuna, para mostrar su trayectoria, destacar el acierto 
de algunas de sus fórmulas - c o m o  el régimen de la apelación o el criterio valorativo de 
la  prueba-, 8 o expresar su admiración hacia el Fuero Juzgo y las Partidas o hacia 
el Conde de la Cañada y Caravantes; en fin, temperamento independiente y exento de  
fobias, ha sabido estimar por igual la profundidad del dogmatismo procesal germánico 
y las excelencias concretas de la justicia inglesa, asociarse a los procesdistas argentinos 
en el esfuerzo superador de los últimos años e incluso detenerse en la con frecuencia 
inefable producción juridica de los Estados Unidos. En la otra dirección, si  bien su 
primer libro, o sea el relativo a El divorcio por voluntad de la mujer (institución que, 
dicho sea de paso, no me convence juridica ni feministamente), se encuentra muy so- 
metido a Carnelutti y a su, para mi inaceptable, tesis del proceso sin litigio (acaso ne- 
cesaria para explicar la extraña.. . galantería del Derecho uruguayo), bien pronto se 
percibe la rectificación, y sin disminuir por ello en un ápice la admiración hacia el in- 
signe director de la "Rivista di diritto processuale civile", la gravitación de este sobre 
Couture se combina con otros influjos (por ejemplo, con el método, más que con las 
soluciones, de Chiovenda), y como copsecuencia de ellos y de los no italianos hace un 
instante mencionados, se va afirmando cada vez más en él una inconfundible personali- 
dad de procesalista, que en algunos aspectos (verbigracia, las cualidades de expositor) 
recuerda la manera de Piero Calamandrei. 

Tal es, a grandes trazos, el hombre a quien la Comisión en principio encargada 
de redactar el Proyecto de Código, prefirió asignarle íntegra la tarea. 

3) Elaboración y estructura del Proyecto. Rige todavía en el Uruguay el Código 
de procedimiento civil de 1878, que a través de dos fuentes aún más antiguas, a saber: 
la Ley de enjuiciamiento civil española de 1855, madre de casi toda la codificación civil 

la organización judicial y del régimen procesal (Montevideo. 1945) ; 32, Medio siglo 
de Derecho (Montevideo ,1945) ; 33 y 34, Prólogos a las traducciones de Millar, "Los 
principios formativos d ~ l  procedimiento civil", y de Calamandrei, "Providencias caute- 
lares" (Buenos Aires. 1945) ; 35, Las garantías constitucionales del proceso civil (en 
"Rev. Der. Jur. Admón.", 1945, y en "Estudios Der. Proc. en honor de htsina", Buenos 
Aires, 1946). 

A la precedente labor, que el autor tiene el propósito de recopilar en volúmenes de 
Estudios, debe agregarse la personalísima que Couture realiza como director de  "La 
Revista de Derecho, Jurisprudencia y Administración". Varios de los trabajos de Couture 
han sido comentados por nosotros: los números 5, 7. 11, 12, 14 y 16, en el diario jurí- 
dico "La Ley" bajo el título Algunar "páginas menores" del profesor Eduardo J. Cou- 
ture ; los Fundamentos, no citados, como tampoco el Proyecto, en la relación precedente, 
en "Jurisprudencia Argentina" (ambas reseñas se recogen en las págs. 637-68 de mis 
Ensayos de Derecho Procesd -Buenos Aires, 1944-) ; los números 30-2 en Miscelánea 
de libros procesales (en "Rev. Der. Proc.", 1943 Y 1945). y los números 33 y 34. en el 
presente número de la Revista de la Escuela El número 29 nos sugirió, a su vez, nuestra 
conferencia Sistemas y criterios para la apreciación de la prueba (Montevideo. 1945). 

2 Obra jurídica de Pablo de María (vol. I, Montevideo, 1939). Carnelli calcula 
que abarcará quince tomos. 

3 Cfr. estudios números 19, 28 Y 29 de la nota 1.. 
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hispano-americana, y del Código de procederes del general boliviano Santa Cruz, de 
1832, primero de su clase en América, 4 entronca nada menos que con el sistema pro- 
cesal de las Partidas (cfr. pág. 19). Tras una serie de retoques y tentativas de reforma, 
que comenzaron "el día siguiente de su entrada en vigor", pero que aquí seria inútil 
recordar, aunque varios alteraron la fisonomía del Código, se llegó al Decreto-Ley de 
8 de febrero de 1943. inspirado por el Dr. Lorenzo Vicens Thievent, el cual fué sus- 
pendido por el Parlamento antes de que entrara en vigor, mediante una Ley de 11 de 
marzo del propio año, que mantuvo tan sólo las disposiciones de aquél relativas a la 
constitución de una Comisión especial para la redacción del Proyecto oportuno. Dicha 
Comisión fué nombrada el 30 de mayo de 1943, según al principio indicamos, y la in- 
tegraron los doctores Melitón Romero, José B. Nattino (luego reemplazado por Enrique 
C. Armand Ugón). Lorenzo Vicens Thievent, José Irureta Goyena H. y Eduardo J. 
Couture, sobre quien en definitiva iba a recaer la casi totalidad de la empesa. En efec- 
to, constituída la Comisión, decidió dividir su trabajo en dos etapas: una primera, a 
cargo del pleno de la misma, tuvo por objeto la redacción de un proyecto de ley de 
reformas al Código, el cual fué concluido en poco teimpo y elevado al Parlamento en 
agosto de 1943. sin que haya sido aún aprobado, si bien, como compensación, sucesivas 
leyes han ido retrasando la entrada en vigor del Decreto-Ley planeado por el Dr. Vi- 
cens Thievcnt; la otra etapa ha consistido en la redacción por el profesor Couture, 
del proyecto que nos disponemos a examinar. Con propósito autolimitativo, Couture co- 
menzó por someter a la aprobacicín de la Comisión 26 bases, sumamente elásticas 

agrupadas bajo seis epígrafes generales : 1) Método de la reforma (criterio para la re- 
dacción; difusión de los trabajos preparatorios; revisión de los trabajos; estilo del 
código) ; 11) Principios del C6digo (principios políticos; principios técnicos; procedi- 
miento y organización; costo de la justicia) ; 111) Simplificación del procedimiento (ti- 
pos de procedimiento; juicio sumario; procedimiento incidental; procedimiento oral; 
procedimiento arbitral ; jurisdicción voluntaria ; ejecución) ; IV) Probidad en el debate 
judicial (principio general ; defensa letrada obligatoria ; condena preceptiva ; interroga- 
torio a las partes; limitación de los recursos; identificación del testigo ; interrogatorio 
cruzado) ; V) Eficacia de la justicia (embargo preventivo; ejecución provisoria de 13 
sentencia; abreviación del procedimiento de ejecución), y VI) Alcance de este pro- 
grama (donde se declara que las precedentes bases "no constituyen soluciones concretas, 
sino. .  . ideas para tener en cuenta con ocasión de redactarse el Anteproyecto") (cfr. 
págs. 20-9). 

Una vez terminado el Proyecto por Couture y remitido mediante una carta-presen 

tación, que a la vez es un resumen de la Exposición de motivos, al pleno de la Comi- 

sión, el conjunto fué impreso en un volumen de acuerdo con la distribución que al 
comienzo de esta reseña se detalla. La Exposición de Motivos abarca 75 números re- 

unidos en seis capítulos, 5 todos ellos con abundantes notas, correspondientes en su 

4 Sobre el Código Santa Cruz, cfr. Couture, Trayectoria, p5gs. 18-9, y M. Rigoberto 
Paredes, Historia del Derecho Procesal Boliviano (en "Rev. Der. Proc.", 1944, 1, págs. 
366-79, esp. 370-1). 

5 A saber: Los atrtecedentes de la reforma, Los Problemas de la reforma (con 
cuatro párrafos: El problema de la duración del proceso, El problema del litigio mali- 
cioso, El problema de la ineficacia de la justicia, Resumen), Orientación política de la 
reforma, Orientación thcnica de la reforma (con cuatro párrafos: Oralidad y escritura, 
Mediación e inmediación, Impulso de parte e impulso de oficio, Unilateralidad y bila- 
teralidad del proceso), Orientación práctica de la reforma (con tres párrafos: La sim- 
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inmensa mayoría a citas de obras doctrinales, a diferencia del articulado, que carece 

1 

de toda indicación relativa a fuentes y concordancias, en contraste, por ejemplo, dentro 
del ambiente rioplatense, con el Proyecto Velez Mariconde-Soler de Código de Proce- 
dimiento Penal para la capital argentina. 6 Sin embargo, en la Exposición de motivos 
se enumeran (cfr. págs. 127-31) los Códigos, Leyes y Proyectos procesales principal- 
mente consultados por el autor, todos (con excepción de la célebre legislación austríaca 
de Klein y de los Proyectos Jofrb -argentine, Chiovenda y Carnelutti) pertenecientes 
a los últimos quince años (por considerar que lo bueno de los anteriores se halla reco- 
gido en ellos). entre los cuales, como es natural, figuran los Códigos mexicanos del 
Distrito (1932) y Federal (1943). 

El Proyecto propiamente tal comprende 613 artículos, cifra fácilmente redondeable 
en 600, si bien en ella no están incluidas las disposiciones transitorias, que acaso si- I 

guiendo el ejemplo de la codificación mussoliniana, se hagan objeto de texto autónomo. 
Esos 613 artículos se agrupan en cuatro Partes: Preliminar (arts. 1-82), dividida en 
tres titulos (La jurisdicción, Las partes, Los actos procesales) y dedicada a "Reglas 
generales de procedimiento"; Primera (arts. 83-406), la más extensa de todas, com- 
puesta de cinco libros (Juicio ordinario, Juicio sumario, Juicio oral, Juicio arbitral, 
Jurisdicción voluntaria), colocados bajo el epígrafe "Procesos de Conocimiento"; Se- 
gundo (arts. 407-73), con seis libros (Ejecución provisoria, Vía de apremio, Juicio 
ejecutivo, Ejecuciones especiales, Ejecución de sentencias extranjeras, Ejecuciones co- 
lectivas), correspondientes a la rúbrica "Procesos de ejecución", y Tercera (arts. 474- 
613) con cuatro libros (Medidas de garantía. Recursos, Incidentes. Modos anormales 
de conclusión del proceso), incluidos como "Alternativas comunes a todos los procesos". 
Para evitar una lectura fatigosa. nos hemos limitado a transcribir las divisiones máxi- 
mas, pero huelga advertir que el Proyecto, perfectamente jerarquizado, no sólo conoce 
el escalonamiento que desde la Parte desciende, a traves de libros. títulos. capltulos y 
secciones, hasta los artúdos,  sino que todos estos han sido etiquedoa, de acuerdo con 
el ejemplo de los códigos italianos, y salvo.raras excepciones, esa tarea, nada sencilla, 
ha sido realizada con gran acierto. 

4) Critica del Proyecto. Las observaciones que siguen, clasificadas en generales y 
al articulado, no amenguan en nada el altfsimo concepto que el Proyecto uruguayo nos 
merece. Aparte de que pueden t r  infundadas y, por tanto, certeras las soluciones adop- 
tadas por aquel, y de que su reducido número representa muy poco en comparaeión con 
el conjunto analizado, el propósito que nos guía al formularlas -bien lo aabe Couture- 
no es el de efectuar crítica negativa, sino el de contribuir al pulimento de su magnífica 
labor, cuando todavía es tiempo de que puedan ser recogidos reparos y objeciones. De 
ahí que aun a trueque de producir una sensación engañosa. sólo en contadas ocasiones 
señalemos los aciertos -son, además, tantos, que la lista se haría interminable-, por- - 
plificación del procedimiento, La probidad en el debate judicial, La mayor eficacia de 
la justicia), El mktodo de la reforma. 

6 Salvo ligeras variantes, es el mismo vigente en Córdoba desde 1940. Para el es- 
tudio de ambos, cfr. Vélez Mariconde y Soler, Proyecto de Código de Procedimiento 
Penal (Córdoba, 1938); ídem, idem, Proyecto de Código de Procedimiento Penal para 
la Capitd Federd (Buenos Aires, 1943)j Vblez Mariconde, Los principios fundamen- 
tales del proceso pend según el Código de Córdoba (Buenos Aires, 1942) ; Finzi, Código 
de Procedimiento Penal de la Provincia de Córdoba (Córdoba, 1944) ; Alcalá-Zamora, 
La reforma del enjuiciamiento penal argentino (separado de "Rev. Der. Proc.", Buenos 
Aires, 1945). 
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que lo interesante en la fase actual del Proyecto no es contribuir con el silencio a que 
se perpetúen deficiencias, para que luego sean objeto de lamentaciones tardías, sino 
influir mediante su crítica a que se subsanen, a fin de que aumente al máximo el nú- 
mero de aquéllos. Así, pues, el silencio general respecto de los méritos del Proyecto no 
ha de interpretarse como desconocimiento o indiferencia acerca de ellos, sino,.por el 
contrario, como adhesión entusiasta, aunque omitida o tácita, por razones tanto de 
tiempo como de espacio. 

5) a)  Observaciones generales. Dos objeciones, una superficial y otra de fondo, 
suscita la estructura fundamental del Proyecto. La primera consiste en que dividido 
el Proyecto en cuatro Partes, a nada práctico conduce designar a la primera de todas 
como "Preliminar", con la Única y perturbadora consecuencia de mostrar a la efectiva- 
mente segunda como nominalmente "Primera", etc. Acaso también, el reemplazo de las 
Partes por Libros, con la subsiguiente corrida en titulos, capitulas y secciones y el 
agregado de párrafos al final de la escala (para ocupar la vacante de las ascendidas 
secciones) haría que el Proyecto se acomodase al régimen distributivo más generalizado. 
La segunda objeción se refiere a la conveniencia, admitida por el propio Couture, de 
suprimir la Parte Tercera, o mejor dicho, de alojar su contenido actual, no en la 
Parte Preliminar, como en bloque sugiere aquél, 7 sino en diferentes lugares, que en 
seguida indicaremos, de las tres subsistentes. De esa manera, el Proyecto quedaría di- 
vidido conforme a la que hoy en día parece ser la mejor sistemática en los dominios 
de la codificación procesal, 8 a saber: un Libro de "Disposiciones generales" (epígrafe 
preferible al  actual, puesto que ninguno de los tres títulos que lo componen, especial- 
mente los relativos a la jurisdicción y a las partes pueden incluirse bajo la noción de  
"procedimiento"), otro referente al "Proceso de conocimiento" y un tercero al  "Proceso 
de  ejecución" (en ambos, mejor proceso, en singular, que no en plural, como ahora) y 
si es que para éste no se habla de "Ejecución procesal". 9 Desaparecerían así los peli- 
gros de ese Libro Cuarto, 10 que no se evitan llamándole, sin serlo, Parte Tercera, donde 
bajo rúbricas tan elásticas como inconsistentes se amontonan residuos de la más diversa 
procedencia. 

Efectuada la crítica destructiva, pasemos a la constructiva, es decir, a señalar dónde 
podrían refugiarse las materias reunidas en la actual Parte Tercera. Su Libro Primero 
("Medidas de garantía"), dado que en él predomina el carácter ejecutivo sobre la fase 
de conocimiento, pasaría (con mayor motivo que la llamada "ejecución de sentencias 
extranjeras" -ahora Libro quinto de la Parte segunda-; cfr. infra, núm. 7) a la Parte 
Segunda (bien entendido, conforme a la numeración del Proyecto), bajo el epígrafe 
Ejecución de medidas cautelares: el Libro segundo ("Recursos") iría a la Parte Primera, 

7 "Acaso en una de las revisiones ulteriores, esta Última parte pudiera refundirse 
en la preliminar, y entonces quedaría el Proyecto dividido en tres partes: una de reglas 
generales, otra con los procesos de conocimiento y otra con los procesos de ejecución." 
Proyecto, pág. 132. 

8 Cfr. nuestras Orientaciones para una refornta del enjuiciamiento civil cubano, 
núms. 24-7 (en "Ensayos". págs. 112-4), así como ob. y lug. cits. en la nota 10. 

9 A favor del epígrafe "proceso de ejecución", Liebman en su folleto Execu@o e 
acá0 executiva (separado de "Revista Forense", Río de Janeiro, 1943, cfr. págs. 216-7) ; 
en contra, o sea en pro de "ejecución procesal", nosotros al comentar el anterior traba- 
jo en Miscelánea de libros procesales (en "Rev. Der. Proc.", 1944, 11, págs. 95-6). 

10 Cfr. nuestras Indicaciones acerca del nuevo Código d e  procedimiento civil ita- 
liano, núm. 6, págs. 404-5 del vol. I del Sistema de Carnelutti (Buenos Aires, 1944). 
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puesto que los medios de impugnación son meras etapas del proceso de  conocimiento, 
según revela la inclusión del recurso de nulidad contra el laudo arbitral (arts. 290-4) 
dentro del procedimiento respectivo; a lo sumo, el recurso de queja, en  su cualidad de  
remedio auxiliador del de apelación (cfr. art. 507), de no incluírsele junto a éste, el 
de reposición, por no atacar sentencias -cfr. art. 489-, y el de apelación contra reso- 
luciones de trámite -cfr. art. 496-, podrían llevarse a la parte preliminar, inmediata- 
mente después del capítulo 11, título 1, sobre "Resoluciones judiciales". El Libro tercero 
("Incidentes") es, desde luego, por su heterogéneo contenido, el de más dificil re- 
distribución, pero sin que sea imposible la empresa: los "incidentes innominados", con 
el nombre más adecuado de Procedimiento incidental, deben trasladarse a la Parte o 
Libro relativo al proceso de conocimiento, y como complemento o prolongación suya 
se regularía la apelación de las interlocutorias (cfr. arts. 12, 495 y 538); el incidente 
de recusación iría, sin vacilar, al Libro de Disposiciones generales, previa habilita- 
ción de un titulo nuevo destinado al Juzgador, que se ocupase, ademh, de la competen- 
cia (reglas y cuestiones), tema éste que por causas desconocidas (lreputarla acaso 
materia orgánica y no procesal?) carece, salvo referencias aisladas (cfr. arts. 114, 122, 
208-9, 224, 326-7, 408, 452, 516), de ordenación en el Proyecto; sigamos: la "interven- 
ción de terceros", que Couture divide en dos capítulos, según que se  produzca en "pro- 
cesos de declaración" ( ¿ y  por qué no de conocimiento, ya que Cste es el término con 
que se ha bautizado a la Parte primera?) o en "procesos de ejecución y de garantía" 
(realízase aquí la asociación que antes propugnamos), puede, o encarrilarse hacia los 
respectivos lugares de destino, o bien incorporarse integra al titulo que en la Parte 
Preliminar se reserva a las Partes; la "acumulación de autos" (mejor de procesos, 
actuaciones o incluso expedientes - c f r .  arts. 65 y SS.-, a fin de poder adscribir la 
palabra "autos" a las resoluciones interlocutorias: cfr. infra, núm. 8) tiene cabi- 
da en la Parte primera, a continuación, por ejemplo, de la "acumulación de deman- 
das" (léase de pretensiones), objeto del art. 101 ; la "liquidación de  deudas ilíquidas" 
y aun al "incidente de (rendición de) cuentas" tienen carácter neta o predominante- 
mente ejecutivos, y como tales, su emplazamiento se halla en la Parte segunda; el "inci- 
dente de anulación", o se le equipara a un recurso (así se le denomina dentro del juicio 
arbitral, como antes dijimos - c f r .  arts. 290-4-), tesis que cabría apoyar en los artículos 
580-1, aunque parezcan expresar lo contrario, y entonces correría la suerte de los demás 
medios impugnativos, o se divide, como en el Proyecto, en dos secciones, yendo la pri- 
mera ("nulidad de los actos procesales") al título de la Parte preliminar donde se re- 
gulan los actos procesales, y llevándose la segunda ("procedimiento de anulación"), de 
no desaparecer por compresión, al Proceso de co~ocimiento ; el "incidente sobre incons- 
titucionalidad de la ley", como perteneciente a rama procesal distinta del enjuiciamiento 
civil, nada tiene que hacer en el Código de esta materia, debiendo ser objeto de ley 
especial, y de no aceptarse esta fórmula, considerarlo como un recurso (arg.. art. 585) 
y colocarlo, por ejemplo, a renglón seguido del de casación, con el que ofrece analogías 
indudables, 11 dentro de la Parte primera; en cuanto a la "jactancia", ignoro qué razo- 
nes pueden haber arrastrado a Conture a mantener la anacrónica institución, 12 pero de 

11 Cfr. nuestro Significado y funciones del Tribunal de Garantías Constituciona- 
les (Madrid, 1933), núm. 11 (ahora en "Ensayos", pág. 513). Como recurso se le incluye 
en el Código argentino de Córdoba y en el Proyecto de la Capital. 

12 Para su crítica, Beceña, Magistratura y Justicia (Madrid, 1928) ; Prieto Castro, 
La acción declarativa (separado de "Rev. Gen. Leg. Jur.", Madrid, 1932); Carlos, El 
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reputarla necesaria, ninguna dificultad puede haber para incluir semejante especie de  
acción (mejor dicho : de pretensión) declarativa en el Libro que trata del proceso de co- 
nocimielto, o de declaración, puesto que el que ella determina lo es por antonomasia 
y en él se agota; finalmente, en cuanto a los "modos anormales de conclusión del 
proceso", por lo mismo que representan el  contraste frente al modo normal, o sea 
la sentencia, a continuación de ella (tít. VII, lib. 1, Parte le) podrían instalarse, junta- 
mente con el allanamiento, que es la contrafigura del desistimiento, y que, sin embargo, 
ahora aparece distanciado de él por centenares de  artículos (el primero en el 113 y el  
segundo en los 602-6). 

Hemos dedicado especial atención a la supresión de la Parte Tercera, porque cons- 
tituye un saliente en la alineación del Proyecto y porque su actual epígrafe resulta a 
todas luces inadecuado para abarcar su contenido, ya que el conjunto institucional en 
é l  recogido no puede ser denominado "alternativas" y mucho menos son "comunes a 
todos los procesos" (los recursos, por ejemplo, sólo proceden en los casos que se espe- 
cifican; la intervención de terceros se escinde precisamente según que se refiera a 
procesos de conocimiento o a procesos de ejecución y garantía, y otro tanto sucede 
con las demás figuras del heterogéneo grupo). 

6 )  Prescindiendo del juicio arbitral y del procedimiento para los negocios de ju- 
risdicción voluntaria, el Proyecto admite tres  juicios d e  conocimiento: el ordinario, el 
sumario y el oral. A mi entender, debieran haberse reducido a dos : un sólo juicio, como 
en el Código federal mexicano de procedimientos civiles de 1943 (arts. 322-57), no 
resulta, desde luego, aconsejable, porque los litigios que se someten a los tribunales 
son de muy distinta complejidad e importancia, y conviene habilitar para los más ur- 
gentes y sencillos un procedimiento aligerado de trámites; pero tres, como en la Ley 
española de 1881, aunque con otros nombres y otro cometido, me parece excesivo. Se 
dirá, acaso, que el juicio sumario viene a ser una especie de monitorio (cfr. arts. 209 
y 218), pero como no llega a serlo del todo (cfr. arts. 217 y 219-20) o en todos los 
casos, nada habría impedido su unificación procedimental con el oral, prevista por 
el propio Proyecto en el artículo 228. Creemos, por tanto, que bien reabsorbiéndose en el 
sumario, como autoriza el artículo recién citado, en el caso de subsistir el carácter 
escrito del juicio ordinario, bien refundiéndose con éste para erigirse en principal, el 
juicio oral debe desaparecer del Proyecto como tercer especie de procedimiento y, en 
cambio, alcanzar mayor relieve la oralidad como principio inspirador de los dos subsis- 
tentes. Tocamos con ello el problema candente de la oralidad, que Couture ha resuelto 
con timidez manifiesta, pese a no ser ni mucho menos antioralista; pero quizás conlo 

el personaje de La verbena de la  Palonza, ha puesto a un lado la cabeza y al otro el 
corazón. Al menos, mi impresión es que un conjunto de factores ajenos a su íntimo 
sentir (por ejemplo, la fórmula decepcionante del Código italiano de 1940 -aun siendo 
Couture el primero en censurarla-, 13 ciertas experiencias americanas, como el retorno 

a la escritura en la República Dominicana o la desnaturalización de la oralidad en  la 

nnevo Código d e  $v-ocedimientos en  lo civil y comercial: Modos anormales d e  conclusión 
del juicio, Acción d e  jactancia (en "Rev. de Ciencias Jurs. y Socs.", Santa Fe -Arg.-, 
1941, núm. 32) ; Fraga Iribarne, L a  acción de jactancia (en "Rev. Fac. Der.", Madrid, 
1943) ; Sentís Melendo, El juicio d e  jactancia (en "Rev. Der. Proc!', 1943, 11) ; Malaver, 
Acción d e  jactalzcia y acción declarativa (Buenos Aires, 1944). 

13 Cfr. Proyecto, pág. 73 ; véanse también nuestras Indicaciones acerca del Código 
italiano, núm. 18 (págs. 417-9, vol. I, Sistema de Carnelutti)., 
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práctica brasileña 14 y, sobre todo, el temor de ir contra la corriente -lease, rutina- 
forense nacional, 16 etc.), le han llevado a quedarse mucho más atrás de lo que pudo 
Y debió ir, Y se lo dice un partidario, pero no un fanático, del proceso oral. 16 

Dos observaciones al juicio arbitral: una, el número excesivo de artículos (243- 
300) destinados a regular un proceso que, ya sea de derecho o de equidad, debe carac- 
terizarse por una gran simplicidad formalista, y el otro, el de que no obstante ese cre- 
cido número de preceptos, el procedimiento quede por decirlo asi en blanco, y lo que 
es más grave, en caso de no convenir uno las partes, "se aplicarán por los árbitros las 
disposiciones establecidas en este Código para el juicio ordinario" (art. 276). Entiendo 
que esta norma, sin otro efecto que el de sumar a los articulos del juicio arbitral los 
del juicio ordinario y engendrar dudas en la combinación de unos y otros, debe eli- 
minarse, y aprovechar los 54 artículos de que el primero consta, para implantar un pro- 
cedimiento ad hoc, a falta de acuerdo entre las partes, o bien sustituir en el articulo 276 
la remisión actual por una al juicio sumario. 

Las esenciales diferencias existentes entre el genuino proceso civil o, si se prefie- 
re, entre la jurisdicción contenciosa y la llamada jurisdicción voluntaria. debieran haber 
motivado la regulación de la segunda en ley aparte del Código, y si por las dificultades 
del deslinde en algunos casos, por conexión con instituciones procesales cien por cien 
en otros e incluso por apego a la tradición, no se creyó oportuno llegar a la separación 
legislativa de ambas zonas, pudo habérsele reservado a la segunda de ellas la Parte 
Cuarta, que entonces habría tenido por lo menos unidad de contenido y que por su colo- 
cación habría desempeñado funciones de apéndice. La inclusión, en cambio, de toda la 
jurisdicción voluntaria bajo el epígrafe "Procesos de conocimiento", no se justifica, 
de un lado, porque es harto discutible que los negocios de la misma constituyan proce- 

14 Sobre la vuelta al procedimiento. escrito en el país antillano, cfr. Tavares, Ora- 
lidad del proceso en la República Dominicana (en "Rev. Der. Proc?. 1944, 1, págs. 106- 
11). donde combate las medidas conducentes a ella. En cuanto al Brasil, cfr. Proyecto, 
pág. 64, donde por cierto Couture, contagiado por una creencia que en España y América 
se suele tomar como artículo de fe, afirma que el Código brasileño ha implantado la 
oralidad renunciando "nada menos que al principio irrecusable de la instancia única". 
No hay tal irrecusabilidad, y el juicio oral es perfectamente conciliable con la doble 
instancia, según hemos recordado más de una vez, amparados por la autoridad de Chio- 
venda (cfr. nuestros Estudios de Derecho Procesal -Madrid, 1934 .  págs. 171-5, y 
nuestro Derecho Procesal Penal, vol. I -Buenos Aires, 1945-, págs. 248-50). 

15 "Entre nosotros no existe un solo proyecto ni iniciativa que se dirija hacia la 
oralidad. El Proyecto del Dr. Jardi Abella afirma que ese método "sería resistido por 
todos los que intervienen en los,!Tribunales". Proyecto, pág. 63. Lo malo es que "los que 
intervienen en los Tribunales" tienen sobre su conciencia la frustración de meritisimas 
reformas, como en España la de las planeadas por el Marqués de Gerona en 1853, que 
hubieron de ser derogadas ante la actitud hostil del Colegio de Abogados de Madrid, 
pese a inspirarse en varios de los principios que cuarenta años despubs.iba a utilizar 
Klein en su genial transformación del procedimiento austríaco. De cualquier modo, 
haya habido o no temor a resistencias forenses, hay una gran diferencia entre el fervor 
oralista de Couture en Oralidad y regla moral en el proceso civil (su folleto más di- 

- 
fundido) - c f r .  nota 1- y su tenue implantación en el Proyecto. Confiemos en que 
la opción autorizada por el articulo 225 (no 247, como se lee en la pág. 70) sea la 
válvula de escape por la que poco a poco el procedimiento escrito se vaya trasvasando 
hacia el oral. 

16 Cfr. nuestra conferencia Proceso oral y abogacia (San Juan, 1945). que tuvo 
precisamente por objeto prevenir contra el excesivo entusiasmo oralista y señalar algu- 
nas directivas para la mejor implantación de la oralidad. 
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sos y, de otro, sobre todo, porque en gran parte se traducen en actos de ejecución, 
según es fácil de comprobar. En último extremo, si no juicio (por su incompatibilidad 
con la noción de jurisdicción voluntaria), si proceso (dado el común denominador de  
la Parte Primera), o procedimiento, voluntario, o de jurisdicción voluntaria, habría 
resultado rúbrica más consecuente con el plan del Proyecto. 

7) Si  no convence la incorporación de la jurisdicción voluntaria a los "procesos 
de conocimiento", tampoco se justifica que entre los "procesos de ejecución" figuren el 
juicio ejecutivo y la llamada ejecución de sentencias extranjeras. Pese a su nombre, 
el juicio ejecutivo, si se le desliga de la vía de apremio, que el Proyecto regula aparte y 
antes, es un proceso (documental y cambiario) de conocimiento y no de ejecución, que 
acaso podría refundirse con el juicio sumario, y en cuanto a las sentencias extranjeras, 
no son objeto de ninguna especialidad ejecutiva y sí sólo de un acertamiento incidental 
con fines de homologación (cfr. arts. 463-4 y 466), que pudo haberse llevado a la Parte 
Primera, donde ya se encuentra el de los laudos extranjeros (cfr. art. 295). 

Representa, por el contrario, un gran acierto, dentro de la actual Parte Segunda 
(arts. 469-73), la unificación del concurso de acreedores y de la quiebra en un mismo 
procedimiento, y aún mayor lo sería si se aprovechase la reforma para trasladar del 
Código de comercio al procesal civil las normas sobre el correspondiente juicio, que 
nada tiene que hacer en aquél, máxime después de extenderlas el segundo a la ejecu- 
ción colectiva contra el deudor civil (cfr. arts. 471-2). 

Es  indispensable subsanar, en la actual Parte Tercera, una ausencia muy visible: 
la del recurso de revisión, cuya finalidad no puede ser suplida por ninguno de los otros 
medios impugnativos previstos en el Proyecto. El procedimiento para substanciarlo po- 
drá adaptarse al de los otros recursos, pero los motivos y los efectos de la sentencia 
rescindente hay que especificarlos. 

Finalmente, un Código de orientación moderna no debe mantener el parasitario 
oficio de procurador (cfr. arts. 23-5). Aprovéchense, pues, las disposiciones transito- 
rias para, sin lesionar intereses creados, e incluso mostrando generosidad, decirle adiós 
a una profesión que no tiene razón de ser, máxime si durante su revisión el Proyecto se 
encamina más decididamente hacia la oralidad y la concentración. 

8) b) Observaciones al articulado. Las consignaremos siguiendo la numeración de 
los artículos. 

El articulo 1 9  consagra un principio altamente loable, a saber: el de que las juris- 
dicciones "civil, de menores, de hacienda y de lo contencioso-administrativo se rigen, 
salvo disposiciones especiales, por el presente Código". Se sea o no partidario de la 
unidad del Derecho procesal, basta la lectura de la legislación procesal de cualquier 
país para cerciorarse de que multitud de preceptos se encuentran repetidos hasta cinco 
o seis veces en diferentes textos, con nulas o eliminables variantes entre ellos. El  
principio que sienta el Proyecto Couture es, pues, sobremanera fecundo, y abre las puer- 
tas a la redacción de una especie de Parte General del enjuiciamiento, que incluso po- 
dría extenderse al penal. Ese principio resulta, sin embargo, desconocido en el mismo 
Proyecto por los articulos 471-2 al remitirse al procedimiento de quiebra. 

El articulo 10 divide las resoluciones en providencias de trámite (que lo son por 
antonomasia: art. l l ) ,  interlocutorias (que luego denomina "resoluciones": art. 12) y 

definitivas (que poco después designa como "sentencias"). Más sencillo habría sido 
llamarlas de una vez, conforme a una terminología bien arraigada, providencias, autos 
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(O  decretos, si  se quiso evitar la confusión con otras acepciones de la palabra) y sen- 
tencias. 

En el articulo 34 habría sido preferible establecer unos horarios fijos de  invierno 
y de verano, que no mantener la determinación de las horas hábiles a base de la salida y 
puesta de sol. En el epígrafe del artículo 38, "resumen", que luego s e  emplea en el texto 
como equivalente aclaratorio de "suma", sería mbs expresivo que esta y evitaría su re- 
petición. 

9) En el artículo 87, lejos de interpretarse la inasistencia del peticionante al acto 
conciliatorio como mero fracaso de su celebración y, a lo sumo, como desistimiento 
( f ic to)  de la pretensión -salvo que, claro está, justifique mediante impedimento legí- 
timo su incomparecencia-, se autoriza a l  peticionado para, transcurridos treinta días. 
promover acción de jactancia, como si hubiese interés en suscitar litigios. Ligeros reto- 
ques en los articulos 100, para reemplazar "contralor sobre la demanda" por subsanación 
de sus defectos, 101 y 102, a fin de que en ellos se hable de acumalaci6n y cambio de 
pretensiones y no de "demandas". En la lista de excepciones previas del artículo 114, 
deben: a )  los números 1 (incompetencia), 3 (defecto Iegal de la  demanda) y 6 (afian- 
zamiento) ser objeto de pronunciamiento de oficio, aunque no lo pida el demandado; 
b) la número 5 (falta de personería del representante) ser eliminada a la vez que la 
procuraduría, y c) junto a la número 7 (transacción) mencionarse el desistimiento de 
la pretensión por el actor. El articulo 134 habla incidentalmente, como luego el 515, 
núm. 5, de "tercera instancia", distinta de la casación, según de ambos preceptos se des- 
prende, y cuya subsistencia, por tanto, no acertamos a explicarnos. El articulo 139, 
como ya antes el mejicano para el Distrito Federal (cfr. arts. 289, 373 y 420), admite la 
presentación de copias fotográficas y fotostáticas de  documentos. E l  mantenimiento, 
en los articulos 148-9, de las tachas de testigos, por parte de quien ha esdnto ese bellí- 
simo trabajo acerca de Las "reglar de la sana critica" en la apreciación de la prueba 
testimonial (cfr. nota 1'). resulta contradictorio a mbs no poder, y de todo el catálogo, 
dividido en absolutas y relativas, que en dichas normas figura, la h i c a  que tiene razón 
de ser (o  sea la de los ciegos o sordos respecto a hechos que se perciban por la vista 
o el oído), no es tanto una tacha, como un motivo de incapacidad natural; por otra 
parte, el alcance del incidente recusatorio resulta dudoso (cfr. art. 151), y tampoco es  
convincente que la tacha sea posterior en vez de anterior a la declaración (cfr. art. 166) ; 
en definitiva, se impone sustituir el sistema legal y subjetivo de la tacha del testigo, por 
el razonado y objetivo de la crítica del testimonio. Es, en.cambio, plenamente acerta- 
do el artículo 178, que sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 1607 del Código civil 
y de la admisión del juramento decisorio en el 179 del Proyecto, reconoce la declaración 
testimonial de parte, apreciada según la sana crítica. 

Aun siendo "profesional universitario", no comprendo por qué ha de prohibirse su 
recusación como perito basada en incompetencia (cfr. art. 182), siempre que pueda 
probarse la  realidad de ésta: la posesión del titulo o diploma es una presunción iuris 
tantum, pero no iuris et de iure. El articulo 187 contiene una fórmula interesante, en  
virtud de la cual los peritos arbitradores funcionan de manera análoga al Jurado en lo 
penal: son "jueces de hecho, y en la sentencia se tendrán como ciertos los hechos es- . 

tablecidos por ellos (es decir, cual si fuese un veredicto), aplicándose a esos hechos el 
derecho". Como consecuencia del procedimiento escrito adoptado para e1 juicio ordina- 
rio, subsisten los tradicionales "alegatos de bien probado (art. 196), y se conservan 
asimismo (cfr. art. 198; v. también los arts. 120, 123 Y 534), las diligencias para mejor 
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proveer, expediente de prueba retardada 17 propenso a abusos dilatorios (cfr. art. 16, 
núm. 2) y que, por lo mismo, debiera reemplazarse por la concesión de poderes al juez 
para decretar pruebas durante el momento procesal oportuno. Los artículos 201-2, que 
dentro del título relativo a la "sentencia definitiva" se ocupan de la condena en costas, 
acaso estarían mejor junto a los capkulos que en el título 111 de la Parte preliminar 
tratan de los "gastos de actuación" y de la "auxiliatoría de pobreza". Un precepto alta- 
mente loable, sin duda inspirado en el Código italiano de 1940 (cfr. arts. 113-4, 339, 
409, 822 y 829) y éste a su vez en las enseñanzas de Carnelutti (cfr. Sistema, núms. 25, 
36, 40, 59, 192 y 601), es el que, previo acuerdo de las partes, permite al juez fallar un 
asunto según equidad y no según Derecho positivo (cfr. art. 204). 

10) Representan indudables aciertos la inclusión, dentro del libro referente a la 
jurisdicción voluntaria. de la "declaratoria de incapacidad" (arts. 309-21) y del llamado 
"proceso sucesorio" (arts. 322-400). Ahora bien: respecto del segundo, entendemos que 
la declaración de herederos debe ser estrictamente judicial y, en cambio, creemos 
que el "proceso sucesorio judicial" (arts. 354-66) debe suprimirse, ya que como expe- 
diente de jurisdicción voluntaria, ' ofrece evidentes ventajas la substanciación extraju- 
dicial ante escribano (es decir, notario) -cfr. arts. 334 y 337- o abogado (tampoco 
vemos inconveniente en ello) con protocolización posterior, y si se transforma en con- 
tencioso, entonces será el juicio ordinario el que haya de aplicarse. 

11) En el articulo 440, creemos que antes de acordar la adjudicación en pago al 
ejecutante debiera establecerse, si la naturaleza del bien rematado lo consiente, una 
administración o anticresis forzosa sobre el mismo. El articulo 455 se ha cuidado de 
fijar el plazo para el juicio ordinario posterior al ejecutivo: la norma se extiende a la 
revisión del juicio sumario (art. 222) y a la del oral (art. 246). 

12) La enumeración de los recursos admitidos por el Proyecto que contiene el 
articulo 498, es incompleta, ya que falta el de nulidad contra los laudos arbitrales 
(arts. 290-4), que podría insertarse junto a los demás medios impugnativos. El ar t i cdo  
501, fiel a la terminología tradicional, habla de adhesión a la apelación para designar al 
recurso interpuesto por el apelado. En el articulo 505, los informes in  voce, que por lo 
menos en la práctica argentina son el escarnio de la oralidad, bien podrían sustituirse 
de manera preceptiva, y no facultativa, por una auténtica discusión de palabra, dado 
que se trata del debate final de apelación. Siguiendo el modelo español, el artic~tlo 529 
adopta el régimen de casación sin reenvío para los recursos de fondo; aquél subsiste, 
claro está, cuando la sentencia se anulare por vicio de procedimiento (cfr. art. 530). 

13) El contraste entre "desistimiento del proceso" (art .  603) y "desistimiento de la 
instancia" (art .  604) resulta insostenible y debe sustituirse por el que lo establezca 

entre la segunda (que, a mi entender, constituye el elemento procesal de la acción) y 

17 Primero en la Adición al núm. 36 b del Sistema de Carnelutti y luego en De- 
recho Procesal Penal, vol. 111, pág. 39, hemos dividido la prueba, por razón del momento 
en que tiene lugar, en anticipada (terminología aceptada por Couture en el Proyecto: 
cfr. Parte Primera, lib. 1, tít. 1, cap. 11, así como los arts. 231 y 274), opor tma y ve- 
tardada (o  szspleme?ttaria), constituída ésta por las providencias para mejor proveer. 

18 Cfr. nuestra Impresión de conjitrato acerca del Proyecto Cowtzire de Código d e  
Procedimiento Civil,  ap. 2, Y Enseñanzas y sz~gerencias de algtt+ios procesalistas sud- 
americanos acerca de la acción (en "Estudios de Derecho Procesal en honor de Hugo 
Alsina", Buenos Aires, 1946), núm. 19. 
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la pretensión (que seria su elemento material, como visión del litigio suministrada por 
el actor). 1s En otros términos, el desistimiento de la instancia extingue el proceso, pero 
no resuelve el litigio ; el desistimiento de la pretensión, al componer éste, deja sin razón 
de ser al proceso. Mientras en los artículos 607-13 se habla de "perención", valiéndose 
del barbarismo rioplatense, en otros artículos (114, 259, 415) se habla de "caducidad": 
convendría unificar la terminología, a ser posible utilizando el segundo vocablo. 

14) Palabras finales. En la "Presentación del Proyecto" (cfr. p&gs. 14-S), en las 
"Bases de la reforma" (cfr. págs. 23-4) y en nuestra comunicación frecuentísima, Cou- 
ture, que tiene el más alto concepto del valor constructivo de la crítica, ha recabado 
sugestiones, observaciones y enmiendas al texto por él confeccionado. Poco valen las 
mías, pero me habría parecido una deserción desentenderme de un proyecto que tal 
como está es magnífico y que con algunos retoques puede resultar insuperable. 

Niceto ALCALA-ZAMOBA Y CASTILLO. 

HERRERO, Vicente, La Organización Coltstitucional en iberoamérica. Jornadas. El Cole- 
gio de México, Centro de Estudios Sociales. 133 pp. s. f. 

Corresponde este trabajo de Derecho Comparado a la décima sesión del Seminario 
sobre "La América Latina" del Centro de Estudios Sociales de "El Colegio de México", 
en el que el señor Herrero fué profesor de Ciencia Política. 

Delimita el autor el tema, en primer término, a las hojas de papel en que están 
escritas las normas constitucionales y excluye las constituciones reales y efectivas, las 
que tienen sus raíces en los factores de poder que rigen en los diversos países. Ello se 
debe, no "a una exagerada reverencia por la letra escrita ni a un respeto supersticioso 
hacia los textos constitucionales"; ni tampoco, agregamos nosotros, a la aplicación de 
la  "pureza del método"; la delimitación ocurre porque para "descubrir cuáles sean los 
factores de poder que rigen en la vida política de un pais es tarea que emprendida con 
el mínimo rigor científico supone un conocimiento directo, íntimo, personal, de ese país, 
adquirido mediante la experiencia, habiendo participado, al menos como testigo directo, 
en esa vida política, observándola a la vez.. ." 

No obstante la ciega y peyorativa terminología lasalleriana a la que se acoge el 
autor, éste reconoce a la "hoja de papel" constitucional su naturaleza normativa cuando, 
posteriormente, nos dice: "Por grande que pueda ser la discrepancia entre los textos 
escritos y las constituciones reales, es indudable que aquéllos han aspirado a llevar a la 
práctica de la vida política un ideal. y aunque se viole su espíritu, el hecho de que se 
conserve su letra es, hasta cierto punto, 'homenaje tributado por el vicio a la virtud', 
reconocimiento de la vigencia de esos ideales para una parte más o menos considerable 
de la población." 

Quedó excluido igualmente el estudio comparativo de las otras partes que, junto 
con las normas fundamentales, integran los sistemas jurídico políticos de las repúblicas 
iberoamericanas. "Entran en estos sistemas.. . otras normas escritas -leyes ordinarias, 
reglamentos parlamentarios, etc.-, precedentes, interpretaciones de los diversos órganos 
estatales. que es necesario conocer también si se trata de hacer un estudio completo de 
una organización estatal." 

La imposibilidad material por parte del autor para emprender un estudio de las di- 
mensiones que implica la consideración de todos los elementos antes citados en el tiempo 
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